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			Introducción



			Este libro busca aportar argumentos para contribuir a explicar y, en su caso, solucionar la crisis de violencia en México. Desde el punto de vista de quien esto escribe, una de las causas detrás de la naturalización de la violencia en México se encuentra en la enorme impunidad que padecemos. La impunidad naturaliza la violencia como el mecanismo de solución de conflictos entre los miembros de la sociedad, desde los más nimios hasta los más graves. En una sociedad donde, por lo común, quien la hace no la paga, sus integrantes internalizan que la justicia siempre es una cuestión de fuerza y la injusticia es la regla.



			En este escenario, el sistema de procuración de justicia es uno de los grandes culpables del estado de cosas, del estado de violencia y de zozobra en el que vivimos. La impunidad naturaliza la violencia y genera inseguridad. Un sistema de procuración de justicia funcional es la piedra angular que sostiene el debido desarrollo de cualquier sociedad democrática. Se trata del mecanismo público que los Estados establecen para construir sociedades en paz, en las que los derechos de todos se respeten. Los sistemas de procuración de justicia son herramientas de control social, pues sirven para prevenir las conductas que se consideran delitos, es decir, contrarias a la ley, así como, en su caso, perseguirlas. Funcionan a partir de los procedimientos que establecen las propias leyes que despliegan la ingeniería social de una comunidad. Ahí se señala quién comete un delito, así como quién y cómo lo investiga y lo persigue. En sociedades avanzadas, las leyes también señalan qué castigos se imponen, a partir de procedimientos justos y apegados a los derechos humanos. Por eso, la importancia de los sistemas de procuración de justicia es estructural para la buena salud de una nación.



			La procuración de justicia es indispensable para consolidar la paz y la armonía en cualquier colectividad respetuosa de los derechos humanos. Perseguir y prevenir los delitos con profesionalismo, sin abusos, con efectividad, disuade a las personas de cometer actos ilícitos, reforzando el tejido social. Es, en este sentido, un pilar de una república democrática y pacífica, donde nadie está por encima de la ley.



			A partir de lo anterior, no es exagerado afirmar que la procuración de justicia nunca ha existido en México, por lo que nuestra democracia siempre ha estado mocha: nuestro país nunca ha tenido un sistema de procuración de justicia para la libertad.



			En este país no hay procuración de justicia para ti, ni para mí, tal como lo demuestra la altísima tasa de impunidad de los delitos cometidos, la cual alcanza un escalofriante 98%. Ante la contundencia de ese dato no es exagerado señalar que la procuración de injusticia nos gobierna, pues ¿qué gobierno puede existir cuando la mayoría de los actos en contra de la ley y de la sociedad se realizan con absoluta libertad?



			Lo que hoy conocemos como sistema de procuración de justicia son las ruinas de una estructura institucional creada con el único objetivo de mantener, a través de la fuerza, los enormes privilegios políticos y económicos de un grupo de militares que se hicieron del gobierno, con lujo de violencia, hace más de 100 años. Lo que existe son los vestigios reumáticos, pero aún operativos, de un sistema atrabiliario de control social.



			Este libro presenta siete hallazgos fundamentales. El primero demuestra que el golpe de Estado de 1920, que cobró la vida del presidente Venustiano Carranza y ha sido suavizado por la narrativa oficial durante más de un siglo, encumbró a una casta militar que organizó a las instituciones del país para preservar sus privilegios e impunidad, prolongando su existencia hasta nuestros días.



			El segundo descubre la dinámica inconstitucional, más propia de una dictadura que de una democracia, que permitió a varios militares que presidieron al país dictar leyes de manera unipersonal, castrense, vertical. El régimen de justicia penal en México, inconstitucional de origen, siempre ha sido militarista, tal como se explicará en el apartado correspondiente.



			El tercer hallazgo, derivado del anterior, demuestra que el régimen punitivo de todo el país, basado en leyes penales inconstitucionales, se construyó siguiendo esa dinámica dictatorial. La mano militarista que ha gobernado a México desarrolló en las leyes lo que teóricamente se conoce como el derecho penal del enemigo. Durante casi 100 años varias generaciones mexicanas fueron sometidas a leyes e instituciones penales creadas para disolver y reprimir a las disidencias políticas, para segregar a los opositores al régimen, no para procurar justicia a la población. El Estado depredador mexicano siempre ha perseguido enemigos, no delincuentes.



			El cuarto hallazgo resulta particularmente importante para la profesión jurídica en México y su enseñanza, al revelar las deficiencias de la educación jurídica que muchas generaciones recibimos en México, en perjuicio también del desarrollo democrático nacional.



			La academia jurídica mexicana no ha realizado un estudio exhaustivo que analice con detenimiento la constitucionalidad de las leyes aprobadas durante esa oscura etapa de la historia nacional conocida como maximato, periodo en el que la legislación se creó unipersonalmente, por la voluntad única de presidentes de la República militares, algunos de los cuales ni siquiera fueron electos en las urnas.



			La forma abusiva de legislar se transformó a lo largo del siglo XX, dando paso al método de la simulación legislativa, en donde los presidentes priistas fingían que el Congreso existía y los legisladores fingían que legislaban. El sistema educativo jurídico mexicano no capacitó a varias generaciones de profesionistas para, entre otras cosas, verificar la constitucionalidad del proceso de creación de leyes. Los abogados formados tradicionalmente trabajamos leyendo y aplicando sólo las leyes vigentes, sin reparar en cómo fueron aprobadas, sin analizar con sospecha el contexto en el que fueron creadas. Generaciones y generaciones de profesionales del derecho recibimos una educación legal fatalista, repelente al pensamiento crítico.



			El quinto hallazgo se fundamenta en la proyección de la figura terrible de Luis Echeverría Álvarez como el eslabón principal entre el origen militarista, espurio y opresor del régimen de procuración de injusticia y su continuidad hasta nuestros días. Debido a la genialidad perversa de Echeverría, México no ha dejado de ser un Estado militarista desde 1917 hasta nuestros días.



			El sexto hallazgo expone a las procuradurías y fiscalías como instituciones siempre supeditadas al poder militar, como agentes gestores del terror de Estado en su origen, pero también, con el paso del tiempo, como administradoras del crimen organizado y fuente de grandes negocios para funcionarios públicos que tienen la puerta abierta para lucrar con la libertad de las personas. Las fiscalías sólo existen el día de hoy para mantener las desigualdades sociales a raya, encerrando en las cárceles a los más pobres, no a los integrantes del crimen organizado, que son quienes más violencia y zozobra causan en la sociedad. La desigualdad social hoy parece tomar una ruta nueva: la clase privilegiada está integrada por los que delinquen a lo grande, ya sean narcotraficantes, delincuentes de cuello blanco o políticos y militares corruptos.



			El séptimo se deriva de constatar la forma en la cual el gobierno de la injusticia ha impedido el desarrollo de la democracia nacional por más de 100 años, manteniendo a raya cualquier beneficio real que la alternancia electoral registrada en el año 2000 pudo traer. Como veremos, los gobiernos surgidos de las elecciones libres y competidas, guiados por sus propios intereses políticos, decidieron mantener a esas instituciones rancias, construidas para México por un grupo de militares golpistas, a fin de avanzar sus intereses. La única explicación es que encontraron en el sistema arcaico una herramienta importante para mantener la segregación de los más desfavorecidos.



			Estos hallazgos permiten afirmar que el golpe de Estado de 1920 sigue gobernando a México a través, fundamentalmente, de una de sus criaturas más prominentes: el sistema de procuración de injusticia.



			Las procuradurías de justicia deben verse como parte fundamental de la estructura de poder del régimen autoritario producto del golpe de Estado de Agua Prieta de 1920, encabezado por Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles (en ese orden), en contra del presidente Venustiano Carranza.



			Apéndices siempre del autoritarismo militar, esas instituciones pronto conformaron una fachada, una simulación fundamental, a través de un mecanismo de segregación, represivo y arbitrario, que hoy, más de un siglo después, sigue existiendo en perjuicio de los derechos humanos y las libertades en nuestro país.



			La presencia de la represión y la supresión de derechos se ha extendido tanto en el tiempo, ha gozado de carta tan cabal en el seno de las instituciones mexicanas, que sin duda explica buena parte de la identidad nacional. Nuestra cultura hacia la cosa pública se caracteriza por un temor originario a las policías, así como por el sentimiento colectivo de desprecio, temor y desconfianza hacia los ministerios públicos y jueces. Nadie quiere caer en las garras del crimen, pero tampoco en las del aparato de “justicia”, por la reputación de abuso que, con toda razón, los rodea.



			Este libro sostiene la teoría de que el sistema de procuración de injusticia en el país se consolidó con el fin de que los militares golpistas mantuvieran, a toda costa, el poder político ganado a la mala.



			El sistema se fundó particularmente en una ley, el Código Federal de Procedimientos Penales (CFPP) aprobado en 1934, que estuvo vigente hasta 2016. Esa legislación, como la mayoría de las leyes creadas en los años que siguieron a la Revolución, es el producto de un decretazo elaborado y promulgado en forma dictatorial y unipersonal por el presidente Abelardo L. Rodríguez, uno de los generales que defenestraron a Carranza y que ocupó la silla presidencial, sin pasar por las urnas, por poco menos de dos años. La elaboración de esa ley siguió una línea genealógica ancestral de injusticia represiva y selectiva, cuya estirpe medieval y colonial se institucionalizó en la dictadura de Porfirio Díaz. Los generales golpistas mantuvieron las bases del régimen represor del dictador, lo que constituyó una abierta traición a las causas de la Revolución y a la Constitución de 1917.



			El libro demuestra cómo el sistema penal, diseñado desde una perspectiva militarista y vertical, caracterizado por la discrecionalidad y la opacidad para funcionar aplicando principios y de instituciones jurídicas abiertamente arbitrarias, entró en crisis al final del siglo XX al no estar pensado ni diseñado para adaptarse a un México más plural.



			La procuración de justicia de los militares golpistas no podía siquiera imaginar un México como el que vivimos: un país más abierto al mundo, más crítico ante las autoridades; un México en el que muchas personas luchan diariamente por hacer valer todos los derechos para todas las personas.



			El gobierno de Carlos Salinas de Gortari y el año de 1994 representan un punto de quiebre en la operación y el funcionamiento del sistema de procuración de la represión. El expresidente, quien ejerció el poder de manera absoluta, no intentó siquiera modernizarlo o democratizarlo. Por el contrario, como veremos a partir de tres casos ya históricos y emblemáticos de la injusticia en México, Salinas llegó al extremo de usar a la Procuraduría General de la República (PGR) como si fuera parte de su patrimonio, intentado solucionar “en familia” crímenes de Estado, sin lograr obtener justicia, tranquilidad ni certeza para la sociedad. Salinas de Gortari cambió procuradores generales de la República como si fueran calcetines, sin mejorar un ápice el sistema.



			Nuestra vida en común, asediada por el crimen, demuestra que la apuesta absoluta por el cambio del país por medio de los votos, que implicó tanta energía, recursos, tiempo e incluso vidas, no ha sido suficiente. La idea original del presidente José López Portillo y su secretario de Gobernación, Jesús Reyes Heroles, de integrar mediante la cooptación política a las disidencias no se acompañó con la apertura, democratización y transformación de raíz del trabajo del Ministerio Público (MP), órgano encargado de investigar y perseguir los delitos, desde una perspectiva real de derechos y libertades.



			Esta visión chata e incompleta del sistema político nacional generó que, a partir de 1997, los ganadores de la alternancia democrática por la vía electoral encontraran un sistema de ejercicio del poder penal arcaico, ruinoso, siempre apéndice de las Fuerzas Armadas, pero todavía medianamente funcional para usarse selectivamente con fines políticos de control social.



			Los nuevos dirigentes políticos, surgidos de las urnas y de procesos electorales competitivos, de todos los colores e inclinaciones partidistas, en lugar de transformar el sistema penal colapsado y moribundo, tanto a nivel federal como local, cayeron en la tentación autoritaria: lo rescataron fragmentándolo.



			Esa decisión, común a todos los gobiernos, empeoró la situación, pues la apertura de una sociedad cada vez más consciente e informada a partir de la histórica elección presidencial de 1988 había vuelto inviable la aplicación a rajatabla del vetusto modelo militarista y abusivo. Sin embargo, en contra de todos los pronósticos, el mecanismo tomó un segundo aire a partir de 1997.



			A inicios de 2024, el enorme retraso en materia de procuración de justicia y el fracaso en la gestión de las diversas personas que han tenido la titularidad de las instituciones dedicadas a investigar y prevenir los delitos, bajo el mando directo de presidentes, gobernadores y gobernadoras de todos los partidos políticos, se reflejan en el aumento sostenido de la violencia y la inseguridad, en el gobierno de la impunidad y en la corrupción, demonios que han campeado por todos los rincones del país por más de un siglo obligando a las comunidades a buscar justicia: donde las fiscalías fallan, los linchamientos florecen.



			A nivel federal, todos los gobiernos, de todos los partidos del espectro político (PAN, PRI y Morena), han fracasado en perseguir efectivamente los crímenes del pasado y del presente. Ningún gobierno ha demostrado la voluntad política que se necesita para revisar y reformar a las instituciones de procuración de injusticia.



			El retraso nacional en esta materia es tan pronunciado que ni siquiera la puesta en marcha de la primera Fiscalía General de la República (FGR) ha servido para mejorar las cosas: la procuración de injusticia existe abusiva y atrabiliaria, como siempre, pero más trastabillante que nunca.



			En este libro intentaré explorar las causas jurídicas de esta perversión y, a partir de la discusión de algunos casos y episodios históricos bien conocidos, también los efectos que su sobrevivencia acarrea en perjuicio del país, con el fin de tener más elementos que nos ayuden a discutir ampliamente, a partir de ejemplos concretos, qué debemos hacer para recomponer la institucionalidad en esta materia, indispensable para la verdadera consolidación del Estado democrático de derecho en un país que aspire a crear una comunidad de iguales.



			A partir del análisis de documentos históricos, pero sobre todo de la aplicación de documentos normativos y principios procesales penales vigentes por más de 100 años, se extraen conclusiones que tienen bases objetivas y sólidas, no fundadas en especulaciones. Éste no es un libro basado en rumores o chismorreos de oídas, sino en los horrores documentados en la aplicación del derecho vivo.



			Podemos imaginar que, de haber contado con un sistema procuración de justicia para la democracia, tal vez no habríamos sufrido las tragedias derivadas del autoritarismo militarista en el México posrevolucionario: el trauma nacional de 1968 no habría sucedido; la guerrilla no habría sido necesaria; el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) no habría declarado la guerra al Estado; no habríamos tenido a un militar autoritario, como el general Rafael Macedo de la Concha, fungiendo como el primer procurador general de la República de la alternancia electoral; nos habríamos ahorrado los abusos y vergüenzas de Medina Mora y García Luna; posiblemente nos habríamos ahorrado Acteales, Atencos, Guarderías ABC; no seguiríamos rezando a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) por la emisión de nuevos criterios judiciales para proteger los derechos humanos en México; probablemente Ayotzinapa no sería el símbolo de la atrocidad y personajes como Genaro García Luna, Tomás Zerón o Jesús Murillo Karam habrían ocupado, mucho antes, sus incómodas localidades en los drenajes de la historia.



			Lamentablemente para el país, pero en especial para las víctimas de crímenes, atropellos y atrocidades, no hemos tenido un sistema de procuración de justicia para la democracia y los horrores enumerados sucedieron. Los crímenes impunes, las atrocidades y las injusticias han manchado a la historia nacional hasta el día de hoy.



			Este libro pretende ofrecer razones que contribuyan, en la medida de su alcance y posibilidades, a cambiar este penoso, lamentable y cada vez más peligroso estado de las cosas, pues sin un sistema de investigación y procuración de justicia que persiga el delito, que castigue la impunidad y que proteja a las víctimas, que fomente la paz y la armonía, que realmente disuada a la personas de cometer actos ilícitos, que prevenga los feminicidios, que persiga eficazmente a quienes transgredan la ley, haciendo valer a cabalidad los derechos humanos, no habrá democracia posible, digan lo que digan las urnas.



			El libro no pretende escarbar profundo en los terrenos propios de los historiadores ni hacer un relato pormenorizado del complejo laberinto de causas y efectos que llevaron a un grupo de militares, ambiciosos y desleales, a derrocar al presidente legítimo en 1920. El trabajo se limita a demostrar cómo el golpe de Estado de ese año derivó en una serie de leyes y normas que estructuraron el sistema de procuración de injusticia a partir de una visión militarista y autoritaria que, en vez de privilegiar la seguridad jurídica de las personas, se diseñó y ejecutó fuera del marco constitucional para conservar el poder político castrense adquirido en forma criminal, facilitando las condiciones de represión y exterminio de las oposiciones políticas por un siglo.



			Como veremos, el golpe de Estado de 1920, plasmado en toda su alevosía en el Plan de Agua Prieta, es el pecado original cometido después de la Revolución, pues al triunfar consolidó un sistema de injusticia alejado de los anhelos de armonía, democracia y legalidad del país que acababa de salir de una cruenta guerra civil que vio morir a más de un millón de personas.



			Los generales golpistas de 1920 se sucedieron en el gobierno de México a lo largo de un cuarto de siglo, sin ánimo democratizador alguno. Durante esos años no sólo fundaron y establecieron los principios de organización del Partido Revolucionario Institucional (PRI) y prepararon, en la figura de Luis Echeverría Álvarez, a su progenie política desde la verticalidad de sus fueros castrenses. A la par, establecieron, mediante la aplicación de la legislación punitiva nacional, un sistema tóxico de control social basado en la segregación de los pobres y de quienes se oponían políticamente a los abusos, que se enquistó y tuvo plena vigencia legal en México hasta 2016, mismo que, aún hoy, se resiste a desaparecer.



			Entrada la segunda década del nuevo milenio, más nos vale comenzar a empujar ese sistema al abismo, pues a partir de la llegada de la pluralidad política y la ausencia de los controles políticos del viejo sistema, el absceso que siempre ha sido la procuración de injusticia que nos gobierna, convertida en un negocio económico y político en el que la mercancía a comerciar es la libertad de las personas, cada día crece más.










			



			PARTE I



			El pecado original:
el golpe de Estado de 1920










			El mal de México ha sido y es el militarismo. Sólo muy contados presidentes fueron hombres civiles. Siempre generales, ¡y qué generales!… Es preciso que esto acabe, para bien de México; deseo que me suceda en la presidencia un hombre civil, un hombre moderno y progresivo que mantenga la paz en el país y facilite su desarrollo económico. Hora es ya de que México empiece a vivir como los otros pueblos.



			PRESIDENTE VENUSTIANO CARRANZA,



			en entrevista con Vicente Blasco Ibáñez, 1920,



			registrada en el libro El militarismo mejicano



			La visible situación en que se hallaba, a la vista de todos…



			EDGAR ALLAN POE,



			“La carta robada”



			Quién sabe qué pensó Carranza cuando se fue a dormir la noche del 21 de mayo de 1920 en el jacal que el general Rodolfo Herrero, el traidor histórico, le ofreció para pasar esa noche lluviosa en la pequeña comunidad de Tlaxcalantongo, en la sierra de Puebla.



			¿Habrá tenido tiempo de conciliar el sueño? ¿Cómo pasa la noche un presidente perseguido, víctima de un golpe de Estado, defenestrado por las cúpulas militares? ¿Tiene pesadillas o eso sólo está reservado a los sobrevivientes, mientras que a los condenados les toca el sueño de los justos? ¿Carranza tuvo pesadillas o durmió sus últimas horas en paz? No hay registros directos al respecto, pero sería difícil que el presidente constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, el primer jefe del Ejército Constitucionalista, el caudillo vencedor de la Revolución, hubiera podido imaginar en esos últimos momentos que, con su asesinato, se iniciaría el desarrollo de la historia jurídica del horror para el México de los siguientes 100 años.



			El presidente legítimo huía de la amenaza clara y contundente que había tomado la forma de una rebelión armada en su contra. Su intención era llegar al puerto de Veracruz para instalar el gobierno constitucional de la República. No lo logró.



			Carranza quizás sospechaba que no vería otra mañana, pero sus asesinos sí sabían que no lo haría y decidieron, muy pronto, que la mejor manera de ocultar el crimen sería exhibiéndolo, para siempre, ante los ojos de todos.



			Eso sucedió con el magnicidio de Venustiano Carranza, acto fundacional del México posrevolucionario, planeado y ejecutado de forma exitosa, en menos de un mes, por militares alineados bajo las órdenes de Álvaro Obregón y Plutarco Elías Calles. Los generales sonorenses consiguieron el objetivo que ellos mismos plasmaron en papel: derrocar y sustituir al presidente constitucional de los Estados Unidos Mexicanos. Al hacerlo de la manera más brutal posible, consumaron un crimen de Estado, un crimen de lesa constitucionalidad.



			El golpe tuvo muchos efectos que se fueron extendiendo a lo largo del siguiente siglo. Para este libro, uno es el más importante: la construcción de un sistema de procuración de injusticia institucionalizado como herramienta de preservación, a la mala, del poder ganado, a la mala, por un grupo de militares que durante las décadas siguientes se beneficiaron brutalmente, y sin medida, de su acto criminal.



			Después del golpe de Estado los traidores modificaron las leyes penales, lo que tuvo como consecuencia que las detenciones arbitrarias, amparadas siempre en el principio de presunción de culpabilidad, se intensificaran.



			Además, las nuevas leyes blindaron el uso de la flagrancia como método de detención, normalizaron la existencia de montajes y la fabricación de pruebas, basándose casi siempre en confesiones autoincriminatorias obtenidas mediante tortura. Además, las leyes golpistas permitieron la aplicación, sin pudor, del cautiverio, es decir, de la prisión preventiva como instrumento de solución de los conflictos políticos y de control social.



			La descalificación moral fue otra herramienta básica del sistema penal producto del golpe de Estado. El sistema penal no sólo perseguía jurídicamente a las personas, sino también moralmente. Desde una posición mojigata, conservadora, militarista y chata, y empleando toda la fuerza a su disposición, el Estado convertía a los disidentes y los opositores políticos en enemigos, después en presos y por último en seres despreciables.



			Los militares golpistas no crearon el sistema de procuración de justicia para proteger los derechos, las libertades y la seguridad de las personas en México, sino para controlar a la sociedad, sofocando de raíz, contundentemente, cualquier insinuación de rebeldía y de disidencia enderezada en contra del gobierno o, mejor dicho, en contra de los privilegios de las Fuerzas Armadas.



			De esta manera, el sistema de procuración de justicia en México que nació después de la Revolución tuvo un origen totalmente espurio, inmoral y criminal. Al día de hoy constituye una de las consecuencias más nocivas y tóxicas del crimen de lesa constitucionalidad, planeado y ejecutado, a los ojos de todos, por las Fuerzas Armadas. La herencia perversa sigue entre nosotros.



			Álvaro Obregón, Plutarco Elías Calles, Emilio Portes Gil, Pascual Ortiz Rubio y Abelardo L. Rodríguez, golpistas todos que se sucedieron como presidentes de la República, fueron algunos de los muchos militares que se beneficiaron directamente del sistema de procuración de justicia penal, creado por ellos de manera autoritaria, al convertirlo en una herramienta indispensable para ejercer el poder sin cortapisas. Como lo veremos, consolidaron el sistema de justicia penal que usaron para preservar el poder gobernando por decreto.










			



			El Plan de Agua Prieta
y la implantación del gobierno
militarista en México



			Carranza ya no vio el amanecer del 22 de mayo de 1920. El gobierno constitucional de la República fue depuesto por un golpe militar que, hasta el día de hoy, no ha sido reconocido como tal. La narrativa de Estado que se construyó convirtió a la víctima y a los golpistas en héroes históricos, colocándolos, por igual, en el mismo sitial reservado para quienes “nos dieron patria y libertad”.



			Para la memoria nacional no hay diferencias entre Carranza y sus victimarios. Todos son héroes a los que hay que venerar y recordar: ciudades, municipios, avenidas, calles, plazas, monumentos a lo largo y ancho del país que llevan sus nombres y apellidos se entrecruzan, colindan. Se trata de un club de paladines ficticio, que nada tiene que ver con la carnicería que entre ellos mismos practicaron.



			Nadie podía prever que el magnicidio de Carranza inauguraría un periodo de más de 100 años de autoritarismo punitivo a través de la ley, el cual serviría para secuestrar a la democracia del país, sometiéndola a un letargo que se ha extendido ya por más de un siglo y que explica, entre otros factores, el país violento y sin ley que nos toca vivir.



			En Tlaxcalantongo esa madrugada de mayo de 1920, el presidente constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y la democracia incipiente de una nación que salía maltrecha y sanguinolenta de una cruenta guerra civil de casi 10 años se fueron a dormir al mismo catre con un nuevo pacto constitucional bajo el brazo. Ninguno despertó al día siguiente. Por el contrario, del jacal rafagueado emergería una vigorosa casta militar, extensa, longeva e impune que hundiría al país en una pesadilla profunda y larga de antidemocracia e injusticia.



			El Plan de Agua Prieta es un momento en la historia que merece un análisis más detenido a partir de la propuesta teórica que este libro ofrece, pues, a pesar de sostenerse abiertamente en fundamentos antijurídicos, tuvo un éxito rotundo y definió el futuro del sistema legal de México por los siguientes 100 años. Al triunfo de la asonada, nadie fue llamado a cuentas seriamente, ni castigado por derrocar al gobierno legítimo de México.



			Los alzados se rebelaron contra su comandante en jefe porque no estaban de acuerdo en que el ingeniero Ignacio Bonillas Fraijo, embajador de México en los Estados Unidos, fuera el candidato oficial a la presidencia de la República. En pocas palabras, se oponían a la posibilidad de que, a unos pocos años de la entrada en vigor de la Constitución de 1917, el Gobierno federal fuera encabezado por un civil, tal como Carranza quería.



			En las consideraciones que sostienen al plan golpista, los rebeldes señalan a Carranza como un presidente infiel a su mandato que ha cometido flagrantes violaciones a la ley suprema, delitos graves del orden común y una traición absoluta a los ideales de la revolución constitucionalista, sin explicar detalladamente cuáles eran esos yerros. Los alzados aseguran haber agotado los intentos pacíficos para tratar de corregir los crímenes cometidos por el presidente de la República sin obtener resultados, por lo que el pueblo, en ejercicio de su soberanía, estaba legitimado para revocarle el poder, reivindicando el imperio absoluto de las instituciones y de las leyes. En el documento que expresa el plan, los golpistas no se andan por las ramas, pero en su brutalidad expresiva está su talón de Aquiles: el plan que promulgaron no tenía fundamento constitucional.



			Las preguntas jurídicas de fondo que genera su actuar surgen de inmediato: ¿los generales que promovieron el plan y que lo llevaron a cabo no estaban sujetos al orden constitucional? ¿Quién les dio la atribución de hablar en nombre de la soberanía popular? Es evidente que la Constitución de 1917 nunca ha otorgado poder o facultad a militar alguno para interpretar, a su mejor leal y saber entender, ni siquiera de forma grandilocuente, los designios del pueblo de México, lo cual es una gran lección para los tiempos de interpretacionitis aguda de los deseos del pueblo que nos toca atestiguar en estos años de la segunda década del siglo XXI.



			Bajo esta lógica, entre los artículos más perniciosos y vergonzantes que el Plan de Agua Prieta ofrece para la historia constitucional de México se encuentran: el I, que cesa a Venustiano Carranza como titular del Poder Ejecutivo Federal; el II, que desconoce a las autoridades recién electas en los estados de Guanajuato, San Luis Potosí, Querétaro, Nuevo León y Tamaulipas; el V, que condiciona, en lo que es una clara amenaza, el reconocimiento para el resto de las autoridades legítimas del país a no hostilizar ni combatir al movimiento encabezado por el denominado Ejército Liberal Constitucionalista; el VI, que reconoce como ley fundamental a la Constitución Política del 5 de febrero de 1917, lo cual entra en una evidente contradicción con declarar el cese del presidente constitucional, y el XVI, que señala que el Ejército Liberal Constitucionalista se regirá por la ordenanza militar y leyes militares en vigor en ese momento en la República.



			Así, el plan no se fundamentó jurídicamente en las leyes penales que desde el siglo XIX castigaban, incluso con la muerte, la traición y las violaciones a las garantías individuales. Agua Prieta no menciona la ley mortuoria de Juárez, ni el Código Penal de Juárez, ni el Código de Procedimientos Penales de Porfirio Díaz, leyes todas que, por extraño que parezca, se consideraban vigentes en ese momento. Los generales golpistas siempre fueron astutos, nunca honorables.



			El Plan de Agua Prieta se opone directamente a la Constitución vigente desde 1917, pues todos los alzados, en su calidad de militares pertenecientes ya no al Ejército Constitucionalista, mucho menos al autodenominado Ejército Liberal Constitucionalista, sino al Ejército Mexicano, estaban obligados a respetarla, lo cual se demuestra con un análisis constitucional somero. Se trataba de soldados de la República que traicionaron a su comandante en jefe y a las instituciones nacionales.



			El artículo 39 de la Constitución señalaba y señala que la soberanía nacional reside esencial y originalmente en el pueblo, el cual tiene en todo tiempo el derecho a cambiar la forma de su gobierno. El 40 establecía y establece que el pueblo ha optado por un régimen democrático y representativo. El artículo 41 siempre ha ordenado que la representación se ejerza por medio de los tres poderes de la Unión: el Legislativo, el Ejecutivo y el Judicial. Ninguno de estos artículos constitucionales autoriza, ni autorizaba, a las Fuerzas Armadas para suplantar los poderes de la Unión, mucho menos a sustituirse en la voluntad popular.



			De hecho, desde su entrada en vigor en 1917 la Constitución ordena a los militares sujetarse y someterse al presidente de la República. Tal como lo señala el artículo 89, la persona que ocupa la presidencia de la República es la depositaria del Poder Ejecutivo, tiene la facultad de nombrar a los altos mandos militares y disponer unipersonalmente de “la fuerza armada permanente de mar y tierra para la seguridad interior y defensa exterior de la Federación”.



			Se puede afirmar entonces que el Plan de Agua Prieta violó, de entrada, los artículos 39, 40, 41 y 89 de la Constitución. Los golpistas usaron un documento sin ningún valor legal, elaborado por ellos mismos, para eludir los mandatos del Congreso Constituyente de Querétaro, suplantar la soberanía popular a su leal saber y entender y anular los principios democráticos y representativos del Estado constitucional mexicano. Todavía no se disipaban los humos de la Revolución recién concluida y los generales sonorenses, que ganaron a sangre y fuego, la traicionaron usando la misma receta. Ante esto sólo cabe preguntarse: ¿entonces para qué tanto balazo?, ¿para qué tanta muerte?, ¿para qué se hizo un Congreso Constituyente?, ¿para qué se peleó una Revolución?



			En la primavera de 1920, al desencadenarse el golpe militar, la Constitución ordenaba que sólo había dos formas de cambiar al presidente: mediante elecciones o aplicando el artículo 111, esto es, por medio de la acusación de cometer traición a la patria o delitos graves del orden común, no persiguiendo al presidente, mucho menos asesinándolo.



			Agua Prieta intenta acusar a Carranza siguiendo lo que dice el artículo 111, pero el homicidio resuelve el asunto mucho más rápido, a lo militar, haciendo a un lado la necesidad de enfrascarse en exquisiteces constitucionales, en averiguaciones previas, abogados, alegatos jurídicos y tribunales.



			En ese año, el principio de presunción de inocencia estaba vigente en México, pues así lo ordenaba el artículo 8 del Código Penal. La premura en la resolución del affaire Carranza fue sin duda impulsada por las complicaciones que el cumplimiento de ese principio jurídico, que garantiza la seguridad de las personas por encima de las calenturas punitivas, siempre ha provocado en la mente militar. Sentenciar a alguien por haber cometido un delito tras respetar el debido proceso nunca ha dejado de resultar indigesto para la verticalidad castrense, acostumbrada a exterminar, de forma absoluta y vertiginosa, al enemigo.



			El Plan de Agua Prieta es una aberración constitucional, visible como tal a lo largo del texto que lo contiene. Su perversión no la repara ni siquiera el llamado simulado al pueblo (el cual, obviamente, nunca dio señales de vida) a ejercer su soberanía.



			La proclama señala que el general Adolfo de la Huerta, gobernador interino de Sonora, quien fungía como jefe supremo del llamado Ejército Constitucional Liberal, sería, al triunfo de la asonada, sí o sí, el presidente interino. Incluso se dispone que, una vez en la silla, De la Huerta llamaría a elecciones para renovar los otros poderes. La historia nos demuestra que el plan fue un éxito, pues, a pesar de lo dispuesto en la Constitución, para diciembre de ese mismo año Álvaro Obregón, el verdadero jefe de jefes, uno de los grandes precursores del crimen organizado en México, ocupaba la silla presidencial después de la celebración de elecciones forzadas.



			Al promulgarse el Plan de Agua Prieta, la Ordenanza General que regía al Ejército era la vigente desde 1811, es decir, la promulgada por el ejército insurgente y, entre las leyes que regían a las Fuerzas Armadas, la norma aplicable era la Ley Orgánica del Ejército del 1º de noviembre de 1900. Ése era el marco legal castrense al que se refiere el plan golpista para buscar legitimidad jurídica.



			El problema es que los generales reconocieron en esas normas la misma jerarquía que tenía la Constitución federal de 1917. La pregunta moral y jurídicamente relevante es obvia: ¿una legislación porfirista podía considerarse vigente después del triunfo de la Revolución? Recordemos que la Constitución de 1917 es el producto de la lucha armada dirigida en contra de la dictadura, de sus usos y mecanismos internos de gobierno, siempre militaristas y abusivos, lo que incluye, por supuesto, su marco legal.



			La victoria de los traidores a la Constitución ofreció los cimientos políticos más propicios para la consolidación de un régimen de inseguridad para todo el país basado en la impunidad, la discrecionalidad y el abuso, en el que las procuradurías de justicia se diseñaron, desde su origen, como un tentáculo del poder represivo político-militar.



			En las décadas siguientes al golpe de Estado, los pilares del sistema de procuración de injusticia se afianzaron a la luz del principio de presunción de culpabilidad y siempre con el objetivo de desacreditar, ante la sociedad, a quien tuviera la mala suerte de enfrentar a la justicia penal. Para lograr esos objetivos, el sistema fortaleció sus principios e instituciones más abusivas, que, en un acto de traición elemental a los ideales de la Revolución, se trasplantaron completas del régimen porfirista: las detenciones arbitrarias en flagrancia, las ejecuciones extrajudiciales, la invención de culpables, las confesiones por tortura y el abuso indiscriminado de la prisión preventiva.



			El triunfo de Agua Prieta es la derrota de la recién estrenada Constitución de 1917, es el fracaso de la Revolución de 1910 y es la preservación de la faceta más autoritaria de la dictadura por la vía de la simulación del derecho legislado. Una tragedia que, como veremos en este libro, dura ya más de 100 años.



			La colonización del sistema normativo mexicano, en general, y del punitivo, en particular, por parte de los usos y costumbres militares, comienza en cuanto Carranza es asesinado. Recordemos que el mismo día de la muerte del presidente, siguiendo a pie juntillas los postulados del plan golpista, Adolfo de la Huerta, jefe del ejército insurrecto, convoca al Congreso de la Unión a sesiones extraordinarias. El Poder Legislativo, funcionando como Congreso General, completamente doblado y enterrando la división de poderes, acepta reunirse.



			Tal como consta en el Diario de los Debates de ese día, el Congreso aplica, de facto, el artículo 11 del Plan de Agua Prieta. En votación abierta, y por 224 votos, se elige al jefe supremo interino del llamado Ejército Liberal Constitucionalista, el general Adolfo de la Huerta, como presidente sustituto de la República para concluir el periodo el 30 de noviembre de ese año. En la votación, el general Pablo González, otro gran traidor y asesino histórico, según el recuento de Vicente Blasco Ibáñez, obtiene 28 votos.



			El plan de ocultar el magnicidio a los ojos de todos se pone en marcha de inmediato, pues el 27 de mayo de 1920 el general Álvaro Obregón, líder máximo de la rebelión y próximo presidente de la República, sin tener facultad alguna para hacerlo, envía una comunicación al Senado de la República en la que pide que se nombre a un magistrado de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) para que investigue la muerte de Carranza, pues ese hecho “extraordinario e inusitado”, “no previsto en nuestras leyes”, “exige el más alto grado de escrúpulo e imparcialidad en su investigación”.



			Se abre el telón. El método autoritario y simulador del marco legal destinado a perseguir los delitos en México se activa, pues el Senado, tras recriminar al procurador general de justicia no haber hecho manifestación alguna, aprueba que se nombre una comisión integrada por Adalberto M. González, magistrado de la Suprema Corte, y por el senador José I. Lugo, con el fin de investigar si la muerte de Carranza fue “un crimen horrendo o un accidente del movimiento revolucionario”.



			Como ocurre regularmente en México, lo único que sabemos de los trabajos y los hallazgos de esa comisión es que no obtuvo ningún resultado. La decisión tomada por el Senado de la República en 1920 funcionó como modelo de simulación a seguir en 1994, cuando el presidente Carlos Salinas de Gortari comisionó a un ministro de la Suprema Corte para investigar el asesinato de Luis Donaldo Colosio. Los resultados en ambos casos fueron totalmente insatisfactorios. Nunca dieron la certeza que la sociedad esperaba en la resolución de los crímenes.



			De hecho, la única sanción dictada fue la que la propia Secretaría de Guerra impuso, por acuerdo del presidente Obregón, al general Rodolfo Herrero, persona señalada como responsable del caso, al separarlo del Ejército por considerarlo indigno de pertenecer a las Fuerzas Armadas.



			Para entender la verdadera dimensión de este crimen de lesa constitucionalidad, será preciso hacer un breve repaso del mecanismo legislativo que siguieron los generales golpistas, ya acomodados en la presidencia de la República, para fijar la fisonomía básica del sistema penal mexicano.



			Antes, sin embargo, me parece ilustrativo analizar el caso de Rodolfo Herrero, en relación con la investigación del asesinato de Carranza, pues este inaugura a la simulación como piedra angular del sistema de investigación y persecución del delito por los siguientes 100 años.










			



			Rodolfo Herrero: primer caso
evidente de procuración de injusticia
en el México posrevolucionario



			El general Rodolfo Herrero traicionó a Carranza al convencerlo de pasar la noche en el jacal donde fue asesinado. Se dice que pudo hacerlo al asegurarle que contaba con tropas suficientes para llevarlo sano y salvo a Veracruz, cuento que Carranza se creyó. Esa noche, Herrero se despidió del presidente dorándole la píldora al decirle: “Por ahora, señor presidente, este será el Palacio Nacional”.



			Según algunos recuentos, 300 soldados dispararon contra el jacal de Carranza. No obstante lo anterior, una vez consumado el crimen, Herrero corrió la especie de que el presidente, viéndose perdido, se había suicidado, lo que fue desmentido primero por la autopsia hecha al presidente, cuyos resultados fueron publicados en diarios de los Estados Unidos en los días inmediatos, y después por el propio abogado defensor de Herrero. En efecto, al presentar la demanda de amparo en contra de la separación de su cliente de las Fuerzas Armadas, el abogado Francisco A. Serralde señala que “la defensa no tiene interés en sostener la hipótesis del suicidio”.



			Herrero fue separado del Ejército por acuerdo del presidente Álvaro Obregón, tras ser apresado y procesado por la Secretaría de Guerra, la cual simuló darlo de baja con deshonor. Herrero siguió prestando sus servicios a la institución hasta que, muchos años después, fue expulsado definitivamente por el presidente Lázaro Cárdenas del Río.1 



			¿Quién juzgó a Herrero? ¿Con base en qué normas? ¿Por qué se le aplicó el fuero militar y no el fuero civil si el presidente Carranza había sido desconocido por los golpistas como comandante supremo de las Fuerzas Armadas? ¿Qué argumentos de derecho sostuvieron su condena?



			Algunas de estas preguntas se pueden contestar al revisar un documento firmado por el mismo abogado Serralde, fechado el 21 de enero de 1921 y presentado ante el juez superior de distrito supernumerario, en contra de actos del presidente de la República y de la Secretaría de Guerra. El documento contiene una carta dirigida a la prensa y el escrito que contiene la demanda de amparo,2 la cual está también fechada el 21 de enero de 1921. Se trata de documentos invaluables.



			Serralde presentó el juicio de amparo después de que Herrero fuera liberado en el fuero civil, donde no se le dictó auto de formal prisión, lo cual contrasta con la suerte de otros magnicidas notables, como José de León Toral, asesino del presidente electo Álvaro Obregón, ejecutado en el paredón; Daniel Flores González, quien fue condenado a 19 años de prisión tras atentar contra el presidente Pascual Ortiz Rubio, y del propio Mario Aburto, asesino de Luis Donaldo Colosio, sentenciado a pasar 70 años tras las rejas.



			En el caso de Herrero, Serralde nos informa:



			Próximamente se efectuará la “Vista” ante el Supremo Tribunal Militar, que conocerá del recurso de revisión interpuesto por el acusado y, por mí, contra su auto de formal prisión, y entonces podrá, el que quiera asistir a la audiencia, penetrarse de las constancias del proceso y formar, con ellas, rectamente, su propio criterio: la audiencia es pública y la defensa quiere la luz.



			Lamentablemente, el Ejército Mexicano nunca ha compartido esta visión sobre el esclarecimiento de lo que sucedió jurídicamente y no contamos con los datos oficiales de esa institución.



			En todo caso, tal como lo explica la carta a la prensa del abogado Serralde, el proceso estaba ya sometido a los tribunales del orden militar, pues el juez federal que en principio había dictado auto de formal prisión cambió su decisión y dictó auto de libertad luego de sospechar de la fiabilidad de uno de los tres testigos en el caso. Además, el juzgado civil declinó competencia a favor de la justicia militar.



			En todo caso, la demanda de amparo transcribe un documento oficial del Ejército Mexicano que contiene el acuerdo tomado por el presidente de la República, el general-golpista Álvaro Obregón, quien había asumido la presidencia de la República el 1º de diciembre de 1920, mediante el cual se determina dar de baja a Herrero.



			Obregón decide separarlo de la institución militar al considerar indigno que Herrero se haya “enfrentado” a Carranza en Tlaxcalantongo, después de haberle prometido “lealtad y adhesión”. Del magnicidio, el presidente Obregón obviamente no dice nada.



			A partir de lo anterior, el documento militar no escatima en señalar que Carranza, al que el documento presidencial nunca se refiere como presidente constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, sino como “jefe de una partida en rebelión”, tenía bien merecido lo que le pasó.



			El argumento de Obregón borda la historia que el Estado mexicano habría de contar durante la siguiente década. Según Obregón, Herrero no era del todo culpable, pues el propio don Venustiano le habría dado el mal ejemplo “canallesco y villano” al enviarlo a participar directamente en la traición a Emiliano Zapata, asesinato que Carranza ordenó después de haberle jurado “adhesión y lealtad” al Caudillo del Sur.



			La versión de Obregón consiste en señalar que Herrero aprendió las malas mañas de Carranza y, después del asesinato de Zapata, fue premiado por don Venustiano “con un ascenso y una remuneración en metálico”, “indigno procedimiento” que produjo “un desastroso efecto moral” en el Ejército.



			La actitud de Carranza generó, de acuerdo con el presidente Obregón y los militares que lo defenestraron, un precedente que minó el “honor y caballerosidad”, valores supremos de la conducta militar. Lo curioso es que el presidente de la República que inventa este cuento es el principal líder y mayor beneficiario del golpe derivado del Plan de Agua Prieta y, en su consideración, su propia asonada en contra de un gobierno legítimo no tuvo nada de inmoral.



			Álvaro Obregón, traidor a todo y a todos, emite el acuerdo que degrada a Herrero y juzga a Carranza en términos desde una perspectiva moral bastante ridícula. El documento constituye uno de los primeros actos del gobierno obregonista y dibuja al nuevo jefe del Ejecutivo de cuerpo entero. Los golpistas, ya en el poder, querían evitar que el punto de atención se pusiera sobre ellos, por lo que prefieren hacer un juicio moralino, no jurídico, sobre la personalidad de Carranza, que ya estaba muerto. De ese tamaño la bajeza de esos supuestos héroes nacionales.



			El golpista a cargo de la presidencia de la República se atreve a sugerir que las traiciones cometidas por Carranza contra Zapata y por Herrero contra Carranza no deben replicarse, para así evitar que las Fuerzas Armadas, “un conjunto de hombres entrenados en el honor y la caballerosidad”, se conviertan “en una banda de secuaces y rufianes”. Siempre es innecesario convertirse en lo que ya se es.



			El acuerdo de Obregón respecto a Herrero es fundamental para entender el desarrollo del sistema de procuración de injusticia en México. El acuerdo presidencial es clemente con el asesino e implacable con la víctima, porque lo importante era igualarlos moralmente: ambos tenían que ser desconocidos por el Ejército y exhibidos ante la nación como traidores y deshonestos. El resultado es la impunidad para Herrero y el deleznable juicio post mortem que, desde la presidencia de la República, hace Obregón de Carranza, quien alguna vez fuera su comandante supremo.



			El acuerdo presidencial señala que, contaminado por el mal ejemplo de Carranza, Herrero “fue consciente del bochornoso delito que cometió”, con lo que se planta la semilla deforme del árbol de la injusticia en México. Herrero cometió un delito, pero nunca fue castigado por el sistema de procuración de justicia penal que existe para todas las personas que no pertenecen al Ejército. Sólo fue reconvenido por la cúpula militar.



			Obregón se apoya en la calificación moralina que hace del delito cometido por Herrero, método que se convertirá con los años en un elemento clave del castigo penal. Como se dijo antes, se trata de exhibir las faltas más como pecados a los ojos de la sociedad que como conductas contrarias al derecho ante los ojos de la ley: nace el principio autoritario del México posrevolucionario de acuerdo con el cual la evaluación jurídica no es tan importante para castigar los delitos. Lo importante es destruir la reputación del enemigo ante la sociedad.



			Al presentar el amparo de Herrero, el abogado Serralde sostiene que el acuerdo presidencial es antijurídico, porque el Código Penal, que en ese momento era el expedido por Benito Juárez en 1871, señalaba: “Artículo 8.- Todo acusado será tenido como inocente mientras no se pruebe el delito que se le imputa y que él lo perpetró”.



			El abogado Serralde sostiene que “el General Herrero tiene en su favor la presunción legal de ser inocente”, por lo que, mientras no se pronunciara sentencia, ninguna autoridad, fuera de la judicial, podía castigarlo de manera alguna, ni siquiera el presidente de la República.



			No se sabe bien a bien qué pasó con ese amparo, pero lo cierto es que el acuerdo presidencial separó a Herrero del Ejército, sin juicio de por medio y por razones de una falsa moral en la que los golpistas ni siquiera creían. Lo que sí sabemos, sin lugar a dudas, es que el traidor Herrero nunca fue sancionado penalmente.



			Como quedó anotado, el abogado Serralde nos informa que, al momento en que Álvaro Obregón acuerda retirar a Herrero del Ejército, hay un juicio corriendo en el fuero militar ante el Juzgado Segundo de Justicia Militar.



			El resultado de ese proceso penal-militar es más que escandaloso, como lo demuestra el reporte publicado en el diario El Demócrata el 19 de diciembre de 1920:



			Ayer, a las once y media de la mañana y después de practicarse en el Juzgado Segundo de Instrucción Militar algunas diligencias tendientes a esclarecer algunos puntos de contradicción en que habían incurrido los mayores Facundo Garrido y Herminio Márquez, sobre detalles insignificantes, como dijéramos en nuestra edición anterior, pues se trataba de precisar si el señor Carranza se encontraba la noche de la tragedia de Tlaxcalantongo en chaleco o solo en camisa, habiendo quedado conformes también ambos individuos en que la pistola que empuñaba el señor Carranza fue quitada personalmente por el mayor Ernesto Herrero, el señor juez, general y licenciado Isidro Guerrero, en vista de las constancias procesales, concedió la libertad provisional por desvanecimiento de datos, a los procesados general Rodolfo Herrero y mayores Facundo Garrido, Herminio Márquez y Ernesto Herrero. Este auto del señor juez, general y licenciado Guerrero, es según nos manifestó dicho funcionario, sin perjuicio de seguir la instrucción de proceso, así como de que si se presentan nuevos datos que ameriten el que los libertados sean nuevamente reducidos a prisión. Expedidas las órdenes para que los prisioneros fueran puestos en libertad, estas órdenes fueron entregadas al defensor de los detenidos, Licenciado Marino Castillo Nájera, quien gestionó en la Jefatura de la Guarnición de la plaza, el cumplimiento de las mismas, habiéndose ratificado dichas órdenes al jefe de la prisión de Santiago, y siendo puestos en libertad los cuatro prisioneros que antes nos referimos, a la una y veinticinco minutos de la tarde de ayer.
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